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R-DAGJ-038-2006
CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA. División de Asesoría y Gestión Jurídica. San José, a las ocho horas del día trece de enero del dos mil seis.------------------------------------------
Recurso de apelación interpuesto por Rodríguez Constructores y Asociados, S.A. en contra del acto de adjudicación dictado por el Museo Nacional de Costa Rica en la Licitación Pública 04-2005, tramitada para la “Readecuación de la oficinas del Museo Nacional de Costa Rica en Pavas” recaído a favor de Hermes Vargas Chavarría, por un monto de ¢165.284.297,66.---------------------
RESULTANDO

I.-Rodríguez Constructores y Asociados, S.A. presentó recurso de apelación en contra del acto de adjudicación supracitado y adujo que el acto final de ese procedimiento se encuentra viciado por errores no evidenciados en la oferta de la adjudicataria, y que por tal motivo, se le tuvo que adjudicar la licitación.  Señala que su oferta no tuvo que ser descalificada, por cuanto de no haber sido así, ésta obtendría el mayor puntaje de evaluación (ver expediente de apelación).------------------

II.-Mediante auto de las nueve horas del veinticinco de noviembre del dos mil cinco, se confirió la audiencia inicial de ley, con el fin de que tanto la Administración, como la adjudicataria se refirieran por escrito a los alegatos de la apelante(ver expediente de apelación).  Tanto la entidad licitante como el adjudicatario atendieron la audiencia conferida (ver expediente de apelación).------

III.-En la tramitación se han observado las prescripciones legales y reglamentarias y,------------------
CONSIDERANDO

I.-Sobre los hechos probados.  Para la resolución del presente asunto, se tienen por demostrados los siguientes hechos de interés:  1) Que el Museo Nacional de Costa Rica promovió la Licitación Pública 04-2005, para la “Readecuación de la oficinas del Museo Nacional de Costa Rica en Pavas”(ver expediente administrativo).  2) Que en el referido concurso participaron los siguientes oferentes: Desarrollos y Edificaciones S.A., Hermes Vargas Chavarría, Rodríguez Constructores y Asociados S.A.(en adelante ROCA S.A.) y Construcciones Peñaranda S.A. (ver ofertas visibles en el respectivo expediente).  3) Que mediante resolución de adjudicación 132-2005 de las 12:00 horas del 07 de octubre del 2005, publicada en La Gaceta N° 209 del 31 de octubre de 2005, se le adjudica la única línea de la Licitación Pública 04-2005, para la “Readecuación de la oficinas del Museo Nacional de Costa Rica en Pavas”, a HERMES VARGAS CHAVARRÍA, Cédula N° 1-552-056, por un monto de ¢ 165.284.297,66 (ver expediente administrativo).  4) Que el cartel, en su versión definitiva indica en el punto 9.2, relativo a “CONDICIONES PARTICULARES”, que en los precios (ajustados al valor al momento de la cotización) se debían especificar, entre otros, los siguientes rubros: i) Imprevistos (especificar 3% mínimo)   j) Utilidad del contratista (especificar 10% mínimo)  k) Administración (especificar 10%)  5) Que el punto 3. del cartel, en su versión definitiva, con respecto al “ALCANCE DE LOS TRABAJOS A REALIZAR POR EL OFERENTE”, indica: “El trabajo comprende la ejecución de la readecuación de la obra completa descrita en los planos y las especificaciones técnicas incluyendo los materiales, la manos de obra, los equipos y demás necesidades que se requieran para la cabal conclusión de la obra” (el subrayado es nuestro). Asimismo, dicho aparte de los alcances de la obra, estableció que el trabajo de la readecuación  de la obra comprende “el diseño eléctrico y [...]” (los resaltados son nuestros).  6) Que mediante oficio CPC-1913-05 de fecha 29-08-05, el Arq. Willy J. Rodríguez Segura del Centro de Investigación y Conservación del Patrimonio Cultural, rinde su informé técnico de las ofertas de la licitación de marras e informa que ROCA S.A. “...no cumple con lo estipulado en el artículo 9.2 del cartel en lo referente a los porcentajes mínimos de imprevistos, utilidad y administración ya que utiliza factores menores a los estipulados en el cartel por lo que no cumple técnicamente...”(ver folio 1224 del expediente administrativo).  7) Que mediante oficio CPC-2051-05 del  09 de setiembre de 2005, los Arquitectos Willy J. Rodríguez Segura del Centro de Investigación y Conservación del Patrimonio Cultural del Ministerio de Cultura Juventud y Deportes y Cinthya Vargas Porras del Museo Nacional, rinden informé técnico de las ofertas de la licitación de marras que cuestionara el oferente Hermes Vargas Chavarría (ver folio 1220), en donde en lo que nos interesa, se indicó que  “...El cartel es muy claro en especificar en el artículo 9.2.i,j,k, el porcentaje mínimo en: imprevistos 3% mínimo, utilidad del contratista 10% mínimo y administración 10% mínimo. Ellos indican porcentajes por debajo de los mínimos indicados en el cartel, los cuales afectarán posteriormente el cálculo de reajuste de precios[...]”. “...Finalmente concluimos que[...]ROCA S.A. no cumple los porcentajes mínimos indicados en el cartel para imprevistos, utilidad y Administración...”(El resaltado es nuestro. Ver folio 1230 del expediente administrativo). 8) Que mediante oficio A.J.068-2005 del 23-09-05, la Asesoría Legal del Museo Nacional de Costa Rica, rinde el criterio jurídico de las ofertas de la licitación de marras que cuestionara el oferente Hermes Vargas Chavarría, en donde en lo que nos interesa se indicó que  “...ROCA S.A. de acuerdo a lo requerido por la Administración y puesto en conocimiento de los potenciales oferentes a través de su cartel, no está en posibilidad de excluir del precio de su oferta el diseño de parte de los planos eléctricos que fueron solicitados por la Administración; así las cosas, al señalarlo en su oferta, de manera expresa contradice lo solicitado con el cartel, motivo por el cual es criterio de esta Asesoría que no cumple con lo requerido por esta Administración...”(el resaltado no corresponde al original, ver folio 1243, del expediente administrativo).  9) Que en el aparte de “Aspectos Técnicos” del Análisis Integral de la Licitación Pública 4-2005 que llevare a cabo el Proveedor Institucional del Museo Nacional de Costa Rica, Sr. Gustavo Solórzano Arias, se concluye con respecto a la oferta de ROCA S.A. en lo que nos interesa que: “....con vista en el cartel, expediente y cuadros comparativos expuestos en páginas anteriores, se determinó que la presente oferta cotizó para la única línea del cartel y no cumple técnicamente con lo solicitado por el cartel.  Lo anterior en razón de que incumplen con lo estipulado en lo descrito en el punto 3 del cartel visible al folio 651 del expediente, en el que se señala expresamente: “Alcance de los Trabajos a Realizar por el oferente: ...El diseño eléctrico y tablero con base en el diseño arquitectónico eléctrico (lámina N° 17) propuesta por el Museo Nacional de Costa Rica. La cual debe venir firmada por un profesional responsable (ingeniero eléctrico)...Ver documento anexo N° 1 con la especificaciones técnicas: READECUACIÓN DE LAS OFICINAS DEL MUSO NACIONAL DE COSTA RICA EN PAVAS” sic., relacionado en forma directa con el aparte J. del primer anexo (folio 684), ya que según consta a folio 1017 ROCA S.A. es clara al indicar: “Quedan fuera de esta oferta los costos profesionales por diseño y permisos de construcción...”. En dicho análisis también se informa que luego del análisis regulado por el numeral 56.4 del Reglamento General de Contratación Administrativa, se arribó a la conclusión que la oferta de ROCA S.A. incumple técnicamente, por los motivos indicados en el punto sétimo de hechos probados supracitado. (ver folio 1275 del expediente administrativo)  10) Que en el momento en que el Museo Nacional de Costa Rica adjudicó la presente licitación pública, la garantía de participación del adjudicatario estaba vigente conforme a derecho (ver folios 1279, 902, 1011 y 1300 del expediente administrativo).------------------------------------------------------------------
II.-Sobre la legitimación y el fondo.  En razón de que en el caso bajo examen, la legitimación de la parte pende del análisis de los alegatos de fondo traídos, se hará su examen en un solo apartado.  Antes de entrar a la resolución del fondo de este asunto, se considera oportuno rescatar brevemente en este escenario, que esta Contraloría General ha desarrollado una reiterada posición, sustentada en el principio de eficiencia, en el sentido de que no es procedente la nulidad por la nulidad misma, sino que quien acude a este sede de impugnación debe demostrar que el acto de adjudicación está viciado por errores sustanciales en los que haya incurrido la entidad licitante, pero, además, debe acreditar que su propuesta sería la beneficiada con una eventual readjudicación.  A) Sobre la legitimación:  Conforme a lo previsto en el artículo 86 de la Ley de Contratación Administrativa, el recurso podrá rechazarse en cualquier etapa del procedimiento.  En el caso bajo examen; la recurrente fue excluida de concurso por incumplimientos de carácter técnico, ante lo cual su recurso se plantea desde dos perspectivas: por un lado, cuestionamientos en contra del adjudicatario y, por otro, a las razones que tuvo la entidad para su exclusión.  1) Sobre los porcentajes mínimos de imprevistos, utilidad del contratista y administración, del precio de la plica.  La apelante señala que “...tanto la oferta del Ingeniero Hermes Vargas Chavarría como la oferta de nuestra representada, estaban por debajo del mínimo[...]estando en igualdad de condición...”.  Además, indica que no respetó los tres renglones del desglose de precio por un “error de forma” y adjunta a su recurso una tabla de desglose de presupuesto conforme al cartel.  La Administración indica que no hay violación al principio de igualdad porque la oferta de ROCA S.A. contraviene el cartel con el desglose de su presupuesto desde un primer momento, mientras que la de la adjudicataria, ante una aparente contradicción, le fue solicitada la aclaración del caso, la que presentó con la motivaciones del caso, que acarrean la posible elegibilidad de dicha oferta, por lo que no se está ante ofertas iguales, ya que una incumplió desde un primer momento y la otra sí cumplió. Señala que aceptar una modificación de la oferta en este momento procedimental o haberle solicitado a dicha oferta como una aclaración sería muy grave, de ahí que indica que es inaceptable el aceptar el argumento que el recurrente denomina “error de forma” para pretender incorporar en su apelación el otro desglose de presupuesto. El adjudicatario aclara que el recurrente incumple el cartel en los desgloses y que por ello no puede resultar adjudicatario, careciendo de interés legítimo para apelar. Además, alega que dicha circunstancia es insubsanable.  Indica que no hubo violación al principio de igualdad por cuanto el recurrente estableció porcentajes inferiores a los del cartel, mientras que explica porque su oferta siempre los respetó, sin que se haya dado ningún trato desigual ni violación al principio de eficiencia, debido a que la recurrente no podría resultar adjudicataria. Criterio para resolver:  En primer término, tenemos que el Museo Nacional declaró inelegible la oferta del apelante (ver hechos probados 6, 7 y 9), toda vez que al desglosar su precio, indicó que para la administración o dirección de la obra, cobraría un 3.2%, para los imprevistos reservaba un 2.8% y de utilidad establecía un 2.3%.  Al respecto, debemos partir de lo que expresamente estableció el cartel (ver hecho probado 4), reglamento particular de este negocio, en lo relativo a “CONDICIONES PARTICULARES” del precio de la obra.  De lo dispuesto en esas cláusulas, se colige que existía una ineludible obligación departe de todos los oferentes de cumplir con el mandato cartelario de presentar en su desglose del precio, un porcentaje mínimo del 3% para los imprevistos, uno mínimo de 10% para la utilidad y uno mínimo de 10% para la administración del proyecto
, por lo que el incumplimiento de esa condición no puede ser considerado más que grave y, por tanto, conlleva a la correspondiente exclusión de la plica.  En ese sentido debemos señalar que la Administración define unilateralmente sus reglas dentro del respectivo cartel y si un potencial oferente considera que son desproporcionadas, injustificadas o violatorias del ordenamiento jurídico (incluyendo los principios constitucionales de la contratación administrativa), el propio ordenamiento le brinda la posibilidad de presentar un recurso de objeción, con la intención de que sean modificadas o eliminadas, al no tener sustento técnico, legal o financiero.  Si las condiciones cartelarias no son objetadas se consienten y si el recurso es ejercido pero no es acogido, el oferente debe cumplir como fue solicitado en el cartel.  En ese orden de ideas, no es procedente que se presente una oferta y que quien propone sea quien decida unilateralmente cuáles cláusulas cumple y cuáles no.  Entonces, desde esa perspectiva, el alegato recursivo planteado para desvirtuar su exclusión resulta improcedente e infundado, no solo por cuanto por el fondo no se ajusta al pliego, sino porque ni siquiera es desarrollado por el apelante, el cual simplemente se limita a indicar que “...tanto la oferta del Ingeniero Hermes Vargas Chavarría como la oferta de nuestra representada, estaban por debajo del mínimo[...]estando en igualdad de condición”(el resaltado es nuestro).  De lo anterior, se evidencia que no solo en ningún momento la apelante presenta una argumentación o motivación para desvirtuar su incumplimiento técnico, sino que paradójicamente, procede a aceptar que su plica no se ajusta a lo que el “reglamento de la licitación”.  De la aceptación del incumplimiento y de las pruebas documentales que constan en el expediente administrativo, se concluye que ROCA S.A. no cumplió con la obligación de los porcentajes mínimos en el desglose del precio de su oferta, por lo que queda evidenciado el incumplimiento de su obligación de poner porcentajes mínimos en el desglose de su precio y no existe razón o motivación alguna que lo justifique.  Todos esos alegatos de su apelación, son consideraciones de conveniencia que, incluso, no son propios de este momento procedimental, sino que tuvo que haberse dado en una eventual discusión en la fase de objeción al cartel, la cual, claro está, se encuentra precluida.  En cuanto a la afirmación de la apelante sobre que no respetó los tres renglones del desglose de precio por un “error de forma” y en esta etapa adjuntan a su recurso una tabla de desglose de presupuesto conforme al cartel, hemos de indicar que esto no tiene asidero alguno, por cuanto un oferente se encuentra en la obligación de cumplir con los requerimientos esenciales de una contratación, y si el cartel así lo estableció, su no cumplimiento conlleva a la exclusión de la propuesta tal y como se indicó supra.   Estos porcentajes mínimos eran un aspecto básico que se debía cumplir, de lo contrario de forma unilateral cercenaría las facultades de adjudicación de la Administración.  Sobre este alegato de que por un “error de forma” se consignaron porcentajes inferiores en la oferta del recurrente, se infiere que lo que pretende la recurrente al alegar lo que ella denomina “error de forma”, es dar a entender que se incurrió en la circunstancia que el derecho denomina un error material
, por lo que es menester recordarle que no podemos acá hablar de un error material sujeto a una mera corrección (en un momento procedimental totalmente precluido como lo es un procedimiento apelatorio como el presente), ya que existe una manifestación puntual en su oferta en la que, con toda claridad, se indica en tres líneas independientes, de aspectos distintos y en espacios distintos (que involucran la digitación y tabulación de números y letras de los tres renglones -ver folio 1020 del expediente administrativo y hechos probados número 4, 6, 7 y 9-), que se cotizan porcentajes que irrespetan lo requerido por el cartel para cada una.  Por último y con relación al supuesto error material, debemos señalar que se concluye que no estamos ante un error de esa naturaleza. Sobre ese tipo de imprecisiones, ya hemos señalado lo siguiente:
“...es preciso realizar algunas consideraciones sobre el punto, las cuales desde luego no tienen un carácter vinculante, pues en caso de que se haya interpuesto el recurso de revocatoria será esa Corporación Municipal la competente para resolver este asunto. En el caso, tenemos una aplicación del artículo 157 de la Ley General de la Administración Pública que dispone la posibilidad de que la Administración en cualquier tiempo podrá rectificar los errores materiales o de hecho y los aritméticos. Tenemos entonces que esta posibilidad prevista en nuestro ordenamiento, es comúnmente aceptada en la doctrina como una rectificación de los errores en que se haya podido incurrir, pero el acto administrativo no se ve modificado en forma sustancial. Sobre el punto nos dice el tratadista García de Enterría que: “La pura rectificación material de errores de hecho o aritméticos no implica una revocación del acto en términos jurídicos. El acto materialmente rectificado sigue teniendo el mismo contenido después de la rectificación, cuya única finalidad es eliminar errores de transcripción o de simple cuenta con el fin de evitar cualquier posible equívoco. / Este carácter estrictamente material y en absoluto jurídico de la rectificación justifica que para llevarla a cabo no requiera  sujetarse a solemnidad ni límite temporal alguno” (García de Enterría, Eduardo, Curso de Derecho Administrativo, Madrid, Civitas, Décima edición, reimpresión 2001, p.653). En ese mismo sentido, el autor nacional Jinesta Lobo señala sobre los alcances del artículo 157 de la Ley General de la Administración Pública que el error material “...es aquel que resulta notorio y obvio, cuya existencia aparece clara, sin necesidad de mayor esfuerzo o análisis, por saltar a primera vista. La doctrina, por su parte, indica que el error material, de hecho o aritmético debe ser ostensible, manifiesto, indiscutible, que se evidencia por sí solo y se manifiesta prima facie por su sola contemplación” (Jinesta Lobo, Ernesto, Tratado de Derecho Administrativo, Medellín, Biblioteca Jurídica Dike, Tomo I, 2002, p.427)” (ver Resolución R-DAGJ 204-2005 de las once horas del diecinueve de abril de dos mil cinco.)

Es obvio que la situación fáctica presentada en el análisis particular no encaja en estos enunciados bajo estudio, ya que no estamos ante un error de mero cálculo, de una digitación aislada, que sea indiscutible y que salte simplemente a la vista, sino que es la voluntad específica del oferente y que para lograr su ajuste a las condiciones básicas cartelarias, requeriría de una variación de la voluntad originalmente expresada, modificando un elemento esencial de su propuesta, que como se indicó, es insubsanable.  Así las cosas, se concluye que la exclusión de esta oferta por parte del Museo Nacional tiene suficiente asidero técnico y legal (ver hechos probados 6, 7 y 9) por cuanto es debidamente sustentado conforme a derecho en informes de los órganos técnicos especializados en la materia, y, por tanto, lo procedente es rechazar por manifiestamente improcedente el recurso de marras.  2) Sobre la exclusión del costo del diseño eléctrico de los trabajos a realizar.  La apelante: No se refiere a este incumplimiento técnico de su oferta en su apelación.  La Administración: Indica que el apelante carece de interés legítimo para apelar por cuanto incumple el cartel por excluir de su oferta el diseño eléctrico.  El adjudicatario: No se refiere a éste aspecto en la respuesta a su audiencia. Criterio para resolver:  A pesar de existir disposiciones cartelarias que exigían tajantemente que el diseño eléctrico debía ir incluido en de la oferta y que el oferente debía ofertar todas las necesidades que se requieran para la cabal conclusión de la obra (ver hecho probado 5), el apelante decidió no solo no hacerlo, sino que expresamente en su plica condiciona el cartel y se contrapone al mismo al indicar a folio 1017 que “...Quedan fuera de esta oferta los costos profesionales por diseño[...]”
.  Así las cosas, tenemos que el apelante no solo no aporta motivación, argumentación o prueba alguna para desvirtuar el presente incumplimiento técnico, sino que ni siquiera se refiere a él (ver hechos probados 5, 8 y 9), de modo que su oferta no cotiza la totalidad del objeto licitado y por ende, no es comparable con las restantes presentadas a concurso y, por lo tanto, de conformidad con el 86 de la Ley de Contratación Administrativa y 95.1 de su Reglamento, el recurso puede ser rechazo de plano por improcedencia manifiesta.  3) Sobre la supuesta igualdad que alega la recurrente en cuanto al incumplimiento técnico que en su criterio presenta su oferta y la de la adjudicataria .  La apelante:  Refiriéndose a los porcentajes mínimos del desglose del precios que regula el cartel, indica que “...tanto la oferta del Ingeniero Hermes Vargas Chavarría como la oferta de nuestra representada, estaban por debajo del mínimo[...]estando en igualdad de condición...”.  La Administración: Tal y como se dijo en el considerando 1), indica que no se puede hablar de igualdad ya que la oferta apelante incumple técnicamente y la adjudicataria no.  El adjudicatario: No hay desigualdad por cuanto él cumple el cartel y puede resultar adjudicatario y el recurrente incumple técnicamente y ergo, no puede resultar adjudicatario del negocio.  Criterio para resolver: Como punto de partida, debemos recordar que la Sala Constitucional ha dejado claro en el sonado voto 998-98 y su predecesor 787-94 entre otros, que el principio de igualdad en la contratación administrativa se deriva del artículo 33 de la Carta Fundamental, por lo que podemos recurrir a la conceptualización que ha desarrollado el Tribunal Constitucional en su jurisprudencia, al indicar que el Principio de Igualdad, se debe entender de la siguiente forma:
“...Este Tribunal en reiteradas ocasiones ha señalado que el principio de igualdad que establece el artículo 33 de la Constitución no tiene un carácter absoluto, pues no concede propiamente un derecho a ser equiparado a cualquier individuo sin distinción de circunstancias, sino más bien a exigir que no se haga diferencias entre dos o más personas que se encuentren en una misma situación jurídica o en condiciones idénticas, por lo que no puede pretenderse un trato igual cuando las condiciones o circunstancias son desiguales...” ( VSC N° 2001-02640, los resaltados son nuestros).

Ahora bien, teniendo claro el escenario legal para entender la igualdad en la contratación administrativa, en donde podríamos resumirla recurriendo a la frase coloquialmente utilizada de que es la que se refiere a la “igualdad entre iguales”, es viable concluir que es totalmente errado el concepto de igualdad que pretende alegar la recurrente al aceptar que su oferta incumple el cartel, pero afirmando que, en su opinión, la de la adjudicataria también, por lo que la Administración debió de tratar a ambas “en igualdad de condición”.  Lo anterior por cuanto según consta en autos, la oferta de la recurrente y la de la adjudicataria no presentan condiciones idénticas, por lo que no puede pretenderse dar un trato igual cuando las condiciones o circunstancias son desiguales;  Veamos:  La recurrente alega que la oferta de la adjudicataria incumple los aspectos técnicos de los porcentajes mínimos referidos (hecho probado 4), por cuanto en el documento de desglose de presupuesto del precio de la oferta ésta cumple el cartel pero, en el documento del resumen del desglose de ese presupuesto, presenta una aparente contradicción, la cual fue aclarada por el adjudicatario mediante oficio, en respuesta a la prevención que hiciere la Administración Licitante para subsanar lo que el derecho denomina error material.  No obstante lo anterior, constan pruebas en autos que demuestran que la oferta del adjudicatario cumple legal, económica y técnicamente con los requerimientos del cartel (ver folio 1221 y 1271 a 1277 del expediente administrativo), lo que deviene en que ésta podría resultar adjudicataria del negocio.  Por otro lado, la oferta de la apelante, incumple dos aspectos técnicos: los porcentajes mínimos y la inclusión del diseño eléctrico en su plica (ver hechos probados 6, 7, 8 y 9), y tal y como se demostró en las motivaciones desarrolladas, la oferta de ROCA S.A. resulta inelegible para una eventual adjudicación.  Por lo anterior, no se podría hablar de una supuesta igualdad en esos términos alegados por la recurrente, por cuanto como se ha demostrado a lo largo de ésta resolución, la oferta de ROCA S.A. y la de Hermes Vargas Chavarría, cotejadas frente al cartel del presente negocio y los análisis y dictámenes técnicos que corren en autos, no presentan circunstancias fácticas con condiciones idénticas, debido a que son vicios de distinta naturaleza, ya que un supuesto es el de un oferente con una plica con vicios que la tornan inelegible, mientras que otro es el de una oferta que tiene un error material que fue subsanado conforme a derecho.  Valorando lo anterior, es que no puede pretenderse un trato igual cuando las condiciones o circunstancias son desiguales, de aquí que no es de recibo el argumento en éste sentido por parte de la recurrente, ya que inclusive ésta desigualdad (entendida como la carencia de condiciones idénticas) se torna mucho más palpable con el hecho de que en la apelante genera la falta de interés legítimo para recurrir que se explicó supra.  4) Finalmente, y en otro orden de ideas, es menester recordarle a la Administración Licitante que es oportuno incorporar en futuros carteles de ésta naturaleza, todas las circunstancias concernientes al pago o no de la obligaciones tributarias, para generar mayor seguridad jurídica dentro del negocio.  Lo anterior por cuanto mediante oficio PI-0150-05 de fecha 30-09-05 que corre en folio 1248, se le previno al adjudicatario para que aclarare mediante un desglose los impuestos de venta de los rubros de su precio por la remodelación contratada, para efectos de ser rebajados en caso de una eventual adjudicación, y el adjudicatario en respuesta a esto, se limita a indicar que el total por concepto de impuesto de ventas era de ¢10.655.257,88, sin hacer el desglose solicitado y sin dar mayor motivación del porqué de esa suma total por concepto de impuestos del precio de la remodelación, quedando cierta incerteza en cuanto a la justificación de los elementos que conforman ese supuesto total, por cuanto el expediente administrativo carece de éste documento por parte del contratista que demuestre que el monto que él indicó es el que corresponde en derecho, así como también se echa de menos un documento de la Administración que motive que dicho monto es el legalmente correcto.  Todas éstas circunstancias son de entera responsabilidad de la Administración activa.------

POR TANTO

De conformidad con lo expuesto y lo dispuesto en los artículos 182, 183 y 184 de la Constitución Política, 28, 30 y 34 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República Nº 7428 del 7 de setiembre de 1994; 1, 3, 4, 5, 86, de la Ley de Contratación Administrativa; 1, 4,  y siguientes del Reglamento General de la Contratación Administrativa, así como los principios que rigen la contratación administrativa,  se resuelve: 1) Rechazar por improcedencia manifiesta el recurso de apelación interpuesto por Rodríguez Constructores y Asociados, S.A. en contra de la adjudicación de la Licitación Pública 4-2005, promovida por el Museo Nacional de Costa Rica, para la “Readecuación de la oficinas del Museo Nacional de Costa Rica en Pavas”, adjudicada a Hermes Vargas Chavarría, por un monto de ¢ 165.284.297,66, acto el cual se confirma. 2) De conformidad con lo que establece el artículo 90 de la Ley de Contratación Administrativa se da por agotada la vía administrativa.------------------------------------------------------------------------------------------------------
NOTIFÍQUESE. --------------------------------------------------------------------------------------------------

Lic. Manuel Martínez Sequeira
Gerente de División
Licda. Jeanine Herrera Arias




               Lic. Jesús Mora Calderón
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� Esto para efectos de garantizar el equilibrio económico del negocio ante un eventual cobro de reajuste de precios, de ahí que si no se respetare el cartel en éste sentido, el equilibrio se podría ver afectado, lo que evidencia aún más la motivación de la Administración Licitante de incluir la obligación de ofertar respetando éstos mínimos (lógicamente, para no ser desproporcionada, la cláusula no tiene topes máximos) en el desglose del precio.


� Se hace éste análisis interpretativo de dicho alegato, en aplicación del Principio Antiformalista que debe aplicarse en la contratación administrativa


� De aceptarse de ésta forma, la Administración no tendría un parámetro legal de cara al cartel para poder comparar en igualdad de condiciones a los oferentes, por cuanto se violentaría el Principio de Igualdad de la contratación administrativa si se comparare y evaluare la oferta de una persona que incluyó el diseño eléctrico y otra que no.  Además la Administración no podría aceptar una oferta que no incluyera el diseño eléctrico debido a que si adjudicare una oferta que carece del costo del diseño, posteriormente se vería afectada la propia Administración porque tendría que hacer nuevamente una erogación de presupuesto para llevar a cabo debidamente el procedimiento contratación, o bien, contratar mediante otro procedimiento, éstos servicios indispensables para la obra.





